	Fecha
	12 de agosto de 1976
	Sesión número
	50

	Motivo: Amparo

	Recurrente: JUAN RESCIA AITA O AIDA 

	Recurrido: MINISTRO DE OBRAS PÚBLICAS Y TRANSPORTES

	Objeto del recurso: Alega el recurrente que es dueño de una finca sita Orotina de la Provincia de Alajuela; que el día 24 de marzo, un tractor D 8 del MOPT entró en la finca, sin su consentimiento, dejó el portillo en malas condiciones y atravesó la propiedad hasta llegar a Dantas; que algunos empleados del Ministerio le han manifestado que piensan seguir atravesando esa propiedad para sacar o llevar hasta Dantas una serie de materiales que tienen acumulados en un tajo que perteneció al Ferrocarril Eléctrico al Pacífico; y que, en consecuencia, plantea el presente recurso de Amparo por la violación de su derecho de propiedad.

	Respuesta del recurrido: Informa el recurrido que, mediante Decreto No. 5729 de 6 de febrero de 1976, el Poder Ejecutivo declaró zona de emergencia, entre otros, el cantón de Orotina de la Provincia de Alajuela. Que al incluirse dentro de la zona de emergencia el inmueble de propiedad del recurrente, el Estado, previo Decreto de expropiación No. 5864 de 23 de marzo de 1976, procedió a realizar algunas obras urgentes necesarias para la construcción del Complejo Portuario de Caldera. 

	Parte dispositiva
	Desestimar el recurso en cuanto a los trabajos realizados en la finca de la sucesión de Juan Rescia Anitro, desde que el recurrente no ha demostrado ser su representante legal; y acogerlo, en lo que se refiere a la finca de propiedad del recurrente y de los hermanos Rescia Aita o Aida,  a quienes se expropió un lote, indispensable para la construcción del complejo portuario de Caldera; y en el que el MOPT inició trabajos que consisten en la construcción de un camino de acceso a un tajo sito en Dantas. Que no está probado que el MOPT depositara las sumas necesarias para entrar en posesión provisional de los terrenos expropiados, y más bien, al fundar la bondad de su actuación en la Ley de Emergencia, cabe inferir que las expropiaciones se acordaron en la idea de no pagar previamente; cuando la indemnización por expropiación debe ser previa, salvo en situaciones excepcionales circunstanciales o especiales, constitutivas de un”estado de necesidad”. Situación especial que no concurre en las circunstancias del caso en examen; por lo que no es dable reconocer eficacia, en la especie, a los Decretos de Expropiación, en la medida en que prescinden de la indemnización previa. El Magistrado Benavides votó por denegar el recurso.


N° 50
SESIÓN ORDINARIA DE CORTE PLENA celebrada a las trece horas treinta minutos del día doce de agosto de mil novecientos setenta y seis, con asistencia de los señores Magistrados Coto, Presidente; Quirós, Odio, Arroyo, Retana, Jacobo, Vallejo, Cervantes, Bejarano, Blanco, Fernández, Valverde, Zavaleta, Trejos, Porter y Benavides. Y el Magistrado suplente Rogelio Sotela Montagne.
Artículo I
Se entró a conocer del recurso de Amparo que presentó el señor Juan Rescia Aita o Aida contra el señor Ministro de Obras Públicas y Transportes, en escrito de fecha treinta y uno de marzo del corriente año.  Para fundamentar el recurso, el señor Rescia alega que es dueño de una finca dedicada a la ganadería y agricultura, sita en Hacienda Vieja del cantón de Orotina de la Provincia de Alajuela; que el jueves de la semana anterior, o sea el veinticuatro del mismo mes de marzo, un tractor D 8 del Ministerio de Obras Públicas y Transportes entró en la citada finca, sin el consentimiento del recurrente, dejó el portillo en malas condiciones y atravesó la propiedad hasta llegar a Dantas; que algunos empleados del Ministerio, que realizan trabajos en la cercanía de la finca, le han manifestado que piensan seguir atravesando esa propiedad para sacar o llevar hasta Dantas una serie de materiales que tienen acumulados en un tajo que perteneció al Ferrocarril Eléctrico al Pacífico; y que, en consecuencia, plantea el presente recurso de Amparo por la violación de su derecho de propiedad.-

Sobre el recurso se pidió el informe de ley, el cual fue rendido por el señor Ministro de Economía, Hacienda y Comercio, licenciado Jorge Sánchez Méndez, quien tenía a su cargo la Cartera de Obras Públicas y Transportes en ausencia del titular.  Al efecto expresó el señor Ministro; Que con apoyo en la Ley Nacional de Emergencia No. 4374 de 11 de agosto de 1969 artículo 2 y 11, el Poder Ejecutivo, mediante Decreto No. 5729 de 6 de febrero de 1976, declaró zona de emergencia la de los cantones central y de Esparza de la Provincia de Puntarenas y el de Orotina de la Provincia de Alajuela; que al incluirse dentro de la zona de emergencia el inmueble de propiedad del recurrente, el Estado, previo Decreto de expropiación No. 5864 de 23 de marzo de 1976, procedió a realizar algunas obras urgentes, todo de conformidad con los artículos 1, 2 y 3 de la Ley No. 3382 de 7 de setiembre de 1964; que conforme a las facultades conferidas por la ley en caso de emergencia debidamente declarada, y con posterioridad al Decreto en que se le expropia un lote de terreno al señor Rescia, el Ministerio inició los trabajos en ese lote, los cuales son necesarios para la construcción del Complejo Portuario de Caldera; y que, por todo lo expuesto, el recurrente no lleva razón al calificar la actuación del Ministerio como violatoria de sus derechos constitucionales, pues el Ministerio ha actuado de acuerdo con la ley y la costumbre administrativa.

Como prueba para mejor proveer, esta Corte le ordenó al señor Rescia comprobar su derecho de propiedad sobre el inmueble, con certificación del Registro Público, y a la vez comisionó al señor Alcalde de Orotina para que practicara una inspección en el lugar de los hechos.  Recibidas esas pruebas, se procede a resolver sobre el amparo.


Discutido ampliamente el asunto, se acordó: Desestimar el recurso en cuanto a los trabajos realizados en la finca de la sucesión de Juan Rescia Anitro, y acogerlo, en lo que se refiere a la finca de propiedad del recurrente y de los hermanos Rescia Aita o Aida. En consecuencia, se ordena; Restituir al recurrente en el pleno goce de su derecho de propiedad y restablecer las cosas al estado que tenían antes de la violación cometida, por el Ministerio de Obras Públicas y Transportes, en la finca número ochenta mil doscientos ochenta y cinco del Partido de Alajuela.

Así se resuelve con base en las siguientes razones:

1.- En cuanto a los hechos, se tiene por bien probados los que se indican a continuación: I° Que el recurrente Juan Rescia Aita o Aida es condueño de la finca número ochenta mil doscientos ochenta y cinco, situada en Hacienda Vieja de Orotina (certificación del Registro Público, folio 12).- 2°. Que la finca número treinta y ocho mil quince, también situada en Hacienda Vieja, aparece inscrita a nombre de Juan Rescia Anitro (misma certificación de folio 12). 3°.- Que por Decreto Ejecutivo No. 5863 de 23 de marzo del corriente año, se expropió a la Sucesión de Juan Rescia Anitro de un lote de terreno de la finca número treinta y ocho mil quince, el cual mide dieciséis mil doscientos treinta metros cuadrados, indispensable para la construcción del complejo portuario de Caldera (copia del Decreto, folio 8).- 4°.- Que para el mismo fin se expropió a los hermanos Rescia Aita o Aida un lote que mide veinticinco mil ochocientos treinta y seis metros cuadrados cuarenta decímetros cuadrados, que es parte de la finca número ochenta mil doscientos ochenta y cinco (Decreto No. 2864 de 23 de marso de este año, folio 8).- 5°.- Que el veinticuatro del mismo mes de marzo el Ministerio de Obras Públicas y Transportes inició trabajos en los lotes expropiados (escrito del recurso, folio 1 y contestación afirmativa del señor Ministro).- 6°.- Que esos trabajos consisten en la construcción de un camino de acceso a un tajo sito en Dantas (inspección ocular del Alcalde de Orotina, folio 15 a 17, y croquis levantado para ilustrar esa diligencia, folio 18).-
II.- No está probado que el Ministerio de Obras Públicas y Transportes depositara, ante alguno de los jueces de lo Contencioso Administrativo, las sumas necesarias para entrar en posesión provisional de los terrenos expropiados; depósito que ni siquiera ha invocado el Ministerio, y más bien, al fundar la bondad de su actuación en la Ley de Emergencia, cabe inferir que las expropiaciones se acordaron en la idea de no pagar previamente.-

III.-  El señor Ministro afirma que el Estado ha actuado conforme a Derecho, en virtud de que los propios Decretos de expropiación  se fundan en la Ley de Emergencia Nacional No. 4374 de 14 de agosto de 1969, y en el Decreto Ejecutivo No. 5729 de 6 de febrero de 1976, que declaró zona de emergencia a los cantones de Puntarenas, Esparza y Orotina, para los fines de la construcción del Puerto de Caldera; y por ahí justifica el señor Ministro que el Estado entrara en posesión de los respectivos terrenos, sin depositar previamente el dinero que prevé la Ley General de Caminos.
IV.- La indemnización por expropiación debe ser previa, salvo en caso de guerra o conmoción interior (artículo 45 de la Constitución Política). Es decir, que sólo en el supuesto de alteración del orden público en lo externo o lo interno cabe disponer una expropiación sin el dicho previo pago.  Principio de excepción que, por su propia naturaleza, no puede ser de aplicación extensiva; criterio éste que es el que debe seguirse a la hora de interpretar reglas como las de los artículos 1° y 11 de la citada Ley de Emergencia Nacional, en cuanto en ellos se autoriza al Ejecutivo para declarar, por Decreto, la condición de “zona de desastre”, “en cualquier parte del territorio nacional, cuando por un fenómeno natural, epidemia o acto humano, lo crea necesario”, y para “expropiar, sin previa indemnización, en casos de emergencia, aquellos bienes, propiedades o derechos que fueren convenientes para cumplir los propósitos de la presente ley”.-

V.- Dicha Ley de Emergencia, al prescribir que la declaratoria de “zona de desastre” “configurará el estado de calamidad pública, previsto en el artículo 180 de la Constitución Política” (artículo 1), alude, desde luego, a situaciones excepcionales circunstanciales o especiales, constitutivas de un ”estado de necesidad”, que pueden provenir de hechos de la naturaleza o del hombre, y que, por los graves e inminentes, así como por lo inesperadas o imprevistas, requieren soluciones inmediatas que, de sujetarse a los procedimientos ordinarios, podrían venir a ser tardías o inoportunas.  Y no puede admitirse que concurra esa situación especial en las circunstancias del caso en examen y en lo que se refiere concretamente a la construcción del camino, por más vinculado que esté a la realización de la necesaria obra del Puerto de Caldera.  Lo contrario significaría que lo que ha de ser especial o de excepción, en cuanto a la expropiación sin indemnización previa, pueda tornarse en general.  Garantía que, entonces, devendría en nugatoria.

VI.- No es dable, por lo mismo, reconocer eficacia, en la especie, a los Decretos de Expropiación, en la medida en que prescinden de la indemnización previa, tanto por ser contrarios a los alcances restrictivos y de excepción de la Ley No. 4374, como también a  la Ley General de Caminos Públicos No. 5060 de 22 de agosto de 1972, cuyo artículo 23 establece, como regla general, el depósito del avalúo de la Tributación Directa, a fin de  poder entrar en posesión provisional de los terrenos expropiados.  Lo anterior, máxime que los artículos 4° y 6° de la Ley No. 5582 de 11 de octubre de 1974, que autorizó la construcción del Puerto de Caldera, disponen que en las expropiaciones como la de autos, “el pago de los bienes que se adquieran se hará al contado y antes de tomar posesión de las propiedades”, lo que significa que el legislador excluyó en principio, y en lo que concierne a las expropiaciones necesarias y normales para los fines de esa obra, la aplicación de la Ley de Emergencia.  Motivo por el que el Decreto No. 5729 tampoco podría legitimar la actitud del Ministerio recurrido.
VII.- Conforme a todo lo expuesto, es de rigor acoger el amparo, con las consecuencias legales que se indicaron al principio, pero tan solo en cuanto a los trabajos realizados en la finca número ochenta mil doscientos ochenta y cinco, de los hermanos Rescia Aita; no en cuanto a la finca de la sucesión del señor Juan Rescia Anitro, desde que el recurrente no ha demostrado ser su representante legal (artículos 8° inciso 2° de la Ley Orgánica del Poder Judicial, y 1°, 2°, 5°, 6° y 15 de la Ley de Amparo).-


El Magistrado Benavides votó por denegar el recurso, pues considera que corresponde al Poder Ejecutivo, como función privativa suya, apreciar las circunstancias que justifican hacer una declaratoria de “zona de emergencia nacional” sin que pueda esta Corte, en la vía del amparo, sustituir con su propio criterio el del órgano administrativo llamado a calificar esas circunstancias.-

